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ResumenEn este trabajo se abordan las cuestiones más problemáticas y las oportunidades de la respuestarestaurativa exclusivamente en la corrupción pública en el marco del último Anteproyecto de Ley deEnjuiciamiento Criminal cuyas previsiones parece puede poner en serio compromiso la intervenciónrestaurativa para esos delitos.
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LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL ANTEPROYECTO DE REFORMA DE LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL ¿UN VETO PARA INTERVENIREN DELITOS DE CORRUPCIÓN DESDE OTRO PARADIGMA?

1. CUESTIONES PREVIAS. SITUACIÓN ACTUAL EN LA REGULACIÓN, EL
CONCEPTO DE CORRUPCIÓN DEL QUE SE PARTE Y LA DIMENSIÓN
RESTAURATIVA.En este trabajo se despliegan algunas reflexiones que quieren prolongar otrasanteriormente publicadas3, esta vez poniendo el acento en las cuestiones más problemáticasy las oportunidades de la respuesta restaurativa en la corrupción pública en el proceso penal,en el marco del último Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal, que como expondré,pone en serio compromiso la intervención restaurativa para esos delitos.La transposición de la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y laprotección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAIdel Consejo, está siendo considerada en nuestro ordenamiento con enorme retraso4, ya queel art. 27 de la Directiva, en lo relativo a su incorporación al derecho interno, dispone quelos Estados miembros adoptarán las medidas legales, administrativas y reglamentarias paradar cumplimiento a la Directiva, “a más tardar” el 16 de noviembre de 2015. Actualmente, losmarcos para poder desplegar el potencial de la justicia restaurativa en nuestro ordenamientojurídico son muy pobres y como dice Margarita Torres5, posiblemente, esa demora se deba ala pretensión del legislador de regular en la futura Ley de Enjuiciamiento Criminal, el régimenjurídico de la justicia restaurativa, y que esta no se acabe de aprobar. En este texto, se va aanalizar el ALECrim presentado el 24 de noviembre de 2020. Pero, por el momento, ya enel Código penal se recogen distintos principios relacionados con la Justicia Restaurativa quetienen que ser tenidos en cuenta. Son los siguientes:- Atenuante de reparación del daño (art. 21.5 CP). Será circunstancia atenuante “la dehaber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir susefectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración delacto del juicio oral.”- Art. 49 CP en lo referido a la pena de Trabajos en Beneficio de la Comunidad: se hacereferencia a la reparación. “Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podránimponerse sin el consentimiento del penado, le obligan a prestar su cooperación noretribuida en determinadas actividades de utilidad pública, que podrán consistir, enrelación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado, en labores dereparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas, así como en la
3 Francés Lecumberri, P.: “Justicia restaurativa y corrupción pública”, en: Revista penal, Nº 52, 2023, pp. 81-108. En ese
trabajo se parte de la confianza en los procesos restaurativos para afrontar los delitos que se enmarcan en el concepto
de corrupción pública y se propone un modelo mixto (complementario y alternativo) de respuesta que aporte riqueza
al abordaje de este fenómeno en el marco de sociedades democráticas. En el trabajo se explicitan las propuestas
concretas de intervención.
4 A pesar de que la Directiva se considere traspuesta íntegramente por medio de la LO 4/2015, del Estatuto de la
Víctima del delito, y de que no contiene más especificaciones sobre los procedimientos de JR, la forma raquítica en la
que en lo material y procesal se ha previsto el art. 15 LEVD, manifiestamente insuficiente, considero que justifica mi
afirmación.
5 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1.
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participación del penado en talleres o programas formativos o de reeducación, laborales,culturales, de educación vial, sexual y otros similares”.- El art. 80. 3, párrafo segundo CP, en relación con el art. 84. 1ª, regula la suspensiónextraordinaria de la pena privativa de la libertad, haciéndose mención en ambospreceptos a la reparación del daño surgida de una intervención restaurativa. Enconcreto, el art. 84. 1ª se refiere a la mediación penal. “Excepcionalmente, aunqueno concurran las condiciones 1.ª y 2.ª del apartado anterior, y siempre que no setrate de reos habituales, podrá acordarse la suspensión de las penas de prisión queindividualmente no excedan de dos años cuando las circunstancias personales del reo,la naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el dañocausado, así lo aconsejen. En estos casos, la suspensión se condicionará siempre a lareparación efectiva del daño o la indemnización del perjuicio causado conforme a susposibilidades físicas y económicas, o al cumplimiento del acuerdo a que se refiere lamedida 1.ª del artículo 84”.- Los arts. 90.2 y 91.2 hacen referencia al esfuerzo reparador para la concesión del tercergrado penitenciario y la libertad condicional.- En la institución del indulto (art. 4.4 CP) la reparación del daño puede tener suincidencia.Además, en el ámbito penitenciario la participación en procesos restaurativos o prácticasde tipo restaurativo puede tener incidencia en la concesión de permisos de salida (art.47.2 LOGP) y en la supresión o disminución de sanciones disciplinarias (art. 256 RP) o laaplicación del régimen general de cumplimiento.Especialmente relevante es la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctimade delito6. El artículo 15 EV recoge que las víctimas podrán acceder a servicios de justiciarestaurativa, en los términos que reglamentariamente se determinen, con la finalidad deobtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito,cuando se cumplan los siguientes requisitos: 1. a) el infractor o infractora haya reconocidolos hechos esenciales de los que deriva su responsabilidad; b) la víctima haya prestadosu consentimiento, después de haber recibido información exhaustiva e imparcial sobresu contenido, sus posibles resultados y los procedimientos existentes para hacer efectivosu cumplimiento; c) el infractor o infractora haya prestado su consentimiento; d) elprocedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni existael peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para lavíctima; y e) no esté prohibida por la ley para el delito cometido.Además, el precepto alude a principios importantes del encuentro restaurativo, ynominativamente lo circunscribe a la mediación. En este sentido se refiere a que losdebates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales y nopodrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Las personas mediadorasy otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán sujetos asecreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de los que hubieran tenidoconocimiento en el ejercicio de su función. La víctima y el infractor podrán revocar suconsentimiento para participar en el procedimiento de mediación en cualquier momento.
6 Al respecto me remito a mi trabajo previo: Francés Lecumberri, P.: “La justicia restaurativa y el art. 15 del Estatuto de
la víctima del delito ¿un modelo de justicia o un servicio para la víctima?”, en: e-Eguzkilore, Nº. 3, 2018. 1-29.
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Por su parte, el Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla laLey 4/015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima de delito, y se regulan las Oficinas deAsistencia a las Víctimas del Delito, atribuye a las Oficinas de Asistencia a las Víctimas la tareade información sobre la posibilidad de aplicar medidas de justicia restaurativa.El ARLCrim que en este momento está sobre la mesa, opta, como advierte su propiaexposición de motivos, por introducir mecanismos alternativos a su ejercicio incondicionado,siguiendo en este punto una opción político legislativa como en el Anteproyecto de 2011 yla Propuesta de Código procesal d 2013. En este sentido, dice el anteproyecto (con lo que seestá de acuerdo) un nuevo modelo procesal adaptado a las necesidades de la actual sociedad,requiere la introducción limitada del principio de oportunidad. Se analizará más adelantecómo. Además, la exposición se refiere a una apuesta “decidida” por estos mecanismosalternativos. Sin embargo, a mi parecer no es claro si se trata de una verdadera apertura anuevas prácticas reparadoras (por el lenguaje y las previsiones de las distintas normas) o sise centra únicamente en el instrumento de la mediación (como aparentemente hace el EV),además del alcance real de la norma7. Las críticas a este Anteproyecto pueden ser de distintaíndole8, pero en este texto me ceñiré exclusivamente a las referidas a la justicia restaurativay sus posibilidades para incidir en delitos de corrupción. En este sentido, en primer lugar,considero que la limitación de la apuesta por la justicia restaurativa en el anteproyecto esclara desde la propia Exposición de Motivos. Una muestra de ello es la afirmación de que “hayque dejar claro que la persona investigada no tiene derecho alguno a obtener una solución deoportunidad. No puede invocar a estos efectos la mera concurrencia de los requisitos formalessusceptibles de verificación automática. Ha de asegurarse la autonomía de la decisión delMinisterio Fiscal conforme a los expresados criterios político-criminales, aplicados en elmarco del principio de unidad de actuación”. Como afirman Castillejo y Rodríguez no seentiende por qué el imputado no va a tener derecho a pedir se considere si se cumplen ono esos requisitos formales9 pareciendo simplemente una muestra de desconfianza hacia lainstitución del principio de oportunidad y por extensión de la justicia restaurativa.En todo caso, la finalidad de introducir una regulación sobre el principio de oportunidades más que loable y necesaria en aras de la seguridad jurídica10. En el epígrafe XXVII de laExposición de Motivos la Ley justifica la introducción de la justicia restaurativa en el marcodel principio de oportunidad. De este modo, dice: “No se trata de otorgar a los particularesun poder omnímodo de disposición como el que les está atribuido en los estrictos supuestosde delito privado. Al contrario, la justicia restaurativa ha de concebirse como un instrumentoal servicio de la decisión expresa del Estado de renunciar a la imposición de la pena cuandoesta no es necesaria a los fines públicos de prevención y pueden resultar adecuadamentesatisfechos los intereses particulares de la víctima.”
7 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología”, 2022, p. 1.
8 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1080.
9 Castillejo, R. C., & Rodríguez Álvarez, A.: Debates jurídicos de actualidad. Pamplona: Aranzadi, 2021.
10 Como afirma nuevamente la exposición de motivos “con la regulación de los distintos supuestos de oportunidad se
quiere acabar con una realidad práctica en la que esta institución es sistemáticamente aplicada bajo la cobertura de
otras figuras procesales que nada tienen que ver con su finalidad. Se pretende, por tanto, sustituir la actual situación
de recurso solapado y encubierto a las soluciones de oportunidad por un régimen jurídico completo, que explicita los
casos en que puede acudirse a esta solución alternativa, los requisitos necesarios para ello y los límites legales que en
ningún caso pueden franquearse y que están sujetos a control judicial”.
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Con estas consideraciones expositivas, el texto regula en el Cap. II “La terminación porrazones de oportunidad” y en el Cap. III “La justicia restaurativa”.Considero en este momento adecuado mencionar el concepto de corrupción que semaneja en el trabajo, necesario para tener la seguridad acerca de sobre qué delitos se estáteorizando que es adecuada la posibilidad de justicia restaurativa. No hay consenso en torno ala concreción del concepto de corrupción11 por lo que es necesario que exprese de antemanode qué concepto se parte en este trabajo y que delimitará necesariamente el ámbito de análisisy aplicación de lo que se propone. Por tanto, considero que es necesario un ejercicio deconcreción del concepto, a pesar de su dificultad. En el ámbito penal y acotando la cuestiónal concepto de corrupción pública, “desde la doctrina se ha definido mayoritariamente lacorrupción pública como el abuso del poder público en beneficio privado, esto es, la actuacióndesde la Administración Pública en favor de intereses privados en detrimento del interésgeneral”12. Con esta autora13 participo de un concepto amplio de corrupción pública14 “comoaquel ejercicio del poder público que no busca el interés general sino el beneficio propio.Un comportamiento que supone el abuso del cargo público, su utilización en beneficiopropio, desviándose del deber de objetividad e imparcialidad que todo funcionario, comoservidor público, tiene”. De este modo el concepto que se maneja abarca los siguientes delitos:prevaricación urbanística (artículos 320 y 322 del Código Penal), prevaricación administrativa(artículos 404 y 405), infidelidad en la custodia de documentos y violación de secretos(artículos 413, 414, 415, 416, 417 y 418), cohecho (artículos 419, 420, 421 y 422), tráfico deinfluencias (artículos 428, 429 y 430), malversación (artículos 432, 433, 434 y 435), fraudesy exacciones ilegales (artículos 436, 437 y 438), negociaciones y actividades prohibidas alos funcionarios públicos y abusos en el ejercicio de su función (artículos 439, 441 y 442) ycorrupción en las transacciones comerciales internacionales (artículo 286, 3º y 4º)15.También quisiera precisar que la propuesta se enmarca en la idea, compartida por lamayoría de la doctrina, de la necesidad de afrontar el fenómeno de la corrupción públicatanto desde posiciones represivas como preventivas, con una necesaria óptica políticocriminal16. Desde esta idea, pensar en las posibilidades de afrontar el fenómeno desde elideal restaurativo responde a la necesidad de poner el acento en una pluralidad de estrategiaspolítico criminales para abordar una cuestión que afecta al orden social, económico ydemocrático17.

11 De la Mata Barranco, N.: "La lucha contra la corrupción política", en: Revista Electrónica de Ciencia penal y
Criminología, 2016, p. 4.
12 Olaizola Nogales, I.:Breves reflexiones sobre la corrupción pública, en en Liber amicorum en homenaje a Julio
Díaz-Maroto Villarejo. Lascuraín Sánchez, J.A & Peñaranda Ramos, E. (coord.), Madrid, Universidad Autónoma de
Madrid, 2023, pp. 510.
13 Olaizola Nogales, I.: Breves reflexiones sobre la corrupción pública, Lascuraín Sánchez, J.A & Peñaranda Ramos, E.
(coord.), Madrid, Universidad Autónoma de Madrid, 2023, pp. 510.
14 También Queralt Jiménez, J.: La corrupción: Un enfoque político-Criminal, en: en Un modelo integral de Derecho
penal: Libro homenaje a la profesora Mirentxu Corcoy Bidasolo, 2022, pág. 309 parece adoptar un concepto amplio, en
todo caso, que supere la relación corrupción-soborno.
15 https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Transparencia/Repositorio-de-datos-sobre-procesos-por-corrupcion.
16 De la Mara Barranco, "La lucha contra la corrupción política", en: Revista Electrónica de Ciencia penal y Criminología,
2016, pp.2016; Queralt Jiménez, J.: La corrupción: Un enfoque político-Criminal., en: Un modelo integral de Derecho
penal: Libro homenaje a la profesora Mirentxu Corcoy Bidasolo, 2022, passim.
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LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL ANTEPROYECTO DE REFORMA DE LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL ¿UN VETO PARA INTERVENIREN DELITOS DE CORRUPCIÓN DESDE OTRO PARADIGMA?
De este modo, son numerosas las propuestas18 que consideran que la clave para laprevención de la corrupción se sitúa en los ejes que profundizan en la calidad democrática y latransparencia, lo que, en definitiva, a mi entender, puede generar la que se denomina cultura“contra-corrupción” o una contra cultura de la corrupción, que necesariamente requiere desus tiempos para forjarse y afianzarse. Por cuestiones de espacio y para aligerar el texto,me remito a trabajos previos para sostener y justificar la confianza general en la dimensiónrestaurativa y sus herramientas19 y más en concreto en el ámbito de la corrupción20.

2. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL ANTEPROYECTO DE LEY DE
ENJUICIAMIENTO CRIMINALSe puede afirmar que en la actualidad nos encontramos lejos de los tradicionalescuestionamientos de la introducción del principio de oportunidad por confrontación con elprincipio de legalidad21. De hecho, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal que en este momentoestá en vigor debe destacarse ya la introducción de un principio de oportunidad reglada con lareforma del año 2015. Así, se permite el archivo de determinados delitos menores, siguiendola Disposición Final 2ª, apartado 10 de la Ley 1/2015 de la reforma del CP, conforme alactual artículo 963 LECrim. El precepto permite al Ministerio Fiscal desistir de la acción penal,interesando el sobreseimiento y archivo de la causa, apelando al principio de intervenciónmínima cuando se esté ante un delito leve denunciado. En la Circular 1/2015 de la FiscalíaGeneral del Estado, sobre pautas para el ejercicio de la acción penal en relación con los delitos
17 Simón Cosano, P.: "La lucha contra la corrupción", en: J. J. Marco, & M. Pérez Gabaldón, Radiografiando la
democraciaun estudio sobre corrupción, buen gobierno y calidad democrática. Valencia: Asociación Valenciana de
Politólogos (AVAPOL) : Universidad Cardenal Herrera-CEU, 2016, p. 5.
18 Se puede afirmar que en general la transparencia es uno de los mecanismos de prevención de la corrupción
sobre el que hay un amplio consenso, si bien no siempre entendido de la misma forma ni acompañado por los
mismos mecanismos o exigencias de control. Véase, entre otros: Jimenez Villarejo, C.: “Contra la corrupción: más
transparencia, más prevención”. Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2006, 531-551;
Lizcano Álvarez, J.: “La transparencia como antídoto contra la corrupción”. Cuadernos de periodistas: revista de
la Asociación de la Prensa de Madrid, 2018, 17-30; Moretón Toquero, M. A.: “Partidos políticos, corrupción y
transparencia”, en A. B. Ortega, & M. D. Gómez Rivero, Regeneración democrática y estrategias penales en la lucha
contra la corrupción, 2017, 175-207, Valencia: Tirant lo Blanch; Lifante Vidal, I.: Contra la corrupción: Estado de
Derecho y transparencia. Palestra Editores, 2021.
19 Francés Lecumberri, P.: “La mediación penal, ¿un modelo de justicia restaurativa en el sistema de justicia penal?”,
en: Nuevo Foro Penal, Vol. 6, Nº. 75, 2010, pp. 53-93; Francés Lecumberri, P.: “El principio de oportunidad y la
justicia restaurativa: Mediación, conciliación y reparación en la Ley Orgánica de responsabilidad penal del menor”,
en: Indret: Revista para el Análisis del Derecho, Nº. 4, 2012.; Francés Lecumberri, P.: “El delito de insolvencia punible
documental (art. 259.1 aps. 6º a 8º)”, en: Indret:Revista para el Análisis del Derecho, Nº. 2, 2019.; Francés Lecumberri,
P.: “¿Qué género en la intervención restaurativa? Claves para la aplicación de la perspectiva de género en procesos
restaurativos”, en: Crítica penal y poder: una publicación del Observatorio del Sistema Penal y los Derechos Humanos,
Nº. 23, 2022, pp. 7-30; Francés Lecumberri, P.: “Justicia restaurativa y corrupción pública”, en: Revista penal, Nº 52,
2023, pp. 81-108.
20 Francés Lecumberri, P.: “Justicia restaurativa y corrupción pública”, en: Revista penal, Nº 52, 2023, pp. 81-108. Véase
también,: Guardiola Lago, M.J.: “¿Es posible la justicia restaurativa en la delincuencia de cuello blanco?”, en: Estudios
Penales y Criminológicos, nº. 40, 2020, pp. 529-591.
21 Castillejo Manzanares, R.: "El principio de oportunidad en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal:
acusación popular y justicia restaurativa", en J. C. López Calaza, El impacto de la oportunidad sobre los principios
procesales clásicos: Estudios y diálogos, Iustel, 2021, p. 91.
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leves tras la reforma de la LO 1/2015, se señala que, conforme al art. 963.1ª, debe exigirsela concurrencia simultánea de dos criterios de oportunidad: la escasa gravedad del daño yla ausencia de interés público en la persecución del hecho. Así mismo, para determinar lanecesidad de pena se alude a la protección de los intereses de la víctima citando el inciso finaldel art. 963.1. 1ª b) que: «En los delitos leves patrimoniales, se entenderá que no existe interéspúblico relevante en su persecución cuando se hubiere procedido a la reparación del daño yno exista denuncia del perjudicado».No obstante eso, no puede olvidarse que el principio de legalidad es una de las garantíasmás importantes frente al ejercicio de poder22 y en su relación con la taxatividad, la regulaciónde los supuestos de oportunidad, debe ser escrupulosa. El ALECrim lo que hace es concretarlas reglas generales de la terminación del procedimiento por razones de oportunidad queson reguladas en el art. 174. Así, “1. El procedimiento penal podrá concluir por razones deoportunidad cuando la imposición de la pena resulte innecesaria o contraproducente a losfines de prevención que constituyen su fundamento. Solo cabrá la aplicación de criterios deoportunidad en los casos y con los requisitos fijados en este capítulo”. Como se concreta enel apartado 2 de este mismo artículo corresponde al Ministerio Fiscal apreciar las causasque permiten concluir el procedimiento por razones de oportunidad. En aras de la unidad deactuación en el ejercicio de esta facultad el Fiscal General del Estado dictará las Circulares eInstrucciones generales que sean necesarias, asegurando el respeto efectivo al principio deigualdad en la aplicación de la ley penal (ap. 2). Es la autoridad judicial a quien le correspondeel control del cumplimiento de los elementos reglados que permiten la aplicación del principiode oportunidad (ap. 3), siendo que en el ap. 4 se recoge lo que antes se anunciaba enla exposición de motivos: la persona investigada en ningún caso tiene derecho a instar laconclusión del procedimiento por razones de oportunidad.A continuación, de manera sucinta, se mencionarán los distintos modos de oportunidadque recoge el ALECrim, enfatizando exclusivamente las cuestiones más relevantes en relacióncon la justicia restaurativa.

2.1 Archivo total o parcial de la investigaciónLuego de las reglas generales, el art. 175 ALECrim establece distintos escenarios en losque se puede dar el archivo por razones de oportunidad23.En este sentido el ap. 1 establece que para los delitos castigados con penas de prisión dehasta dos años, con multa cualquiera que sea su extensión, o con privación de derechos que
22 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1083.
23 Para todos los casos que a continuación se expondrán, el artículo 180 recoge la impugnación por incumplimiento de
los elementos reglados. En este sentido, dice: “1. Las personas ofendidas y perjudicadas por el delito y las acusaciones
personadas podrán impugnar ante el Juez de Garantías los decretos del fiscal dictados en los supuestos de los artículos
176, 177 y 179 de esta ley cuando entiendan que no se han respetado los elementos reglados que facultan al fiscal
para aplicar el principio de oportunidad. 2. Son elementos reglados susceptibles de control judicial: a) Los límites
de pena previstos en cada caso; b) Los requisitos establecidos en los apartados 2 y 3 del artículo 175 y en los
mismos apartados del artículo 176 de esta ley. c) El abandono de la actividad delictiva, la realidad de la colaboración
exigida y la satisfacción de las responsabilidades civiles en el caso del artículo 179 de esta ley; 3. El procedimiento de
impugnación se regirá por lo establecido en el artículo 585; 4. El auto que revoque el archivo por oportunidad, por
entender que no concurren los elementos reglados, ordenará la continuación del procedimiento; 5. Contra el auto que
resuelva la impugnación del decreto del fiscal no podrán las partes interponer recurso alguno”.
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no exceda de diez años, el fiscal podrá decretar el archivo total o parcial de la investigaciónsiempre que:a) La incidencia del hecho punible sobre los bienes o intereses legalmente protegidosresulte mínima o insignificante, dado el tiempo transcurrido desde la comisión de lainfracción o las circunstancias en las que esta se produjo.b) Pueda reputarse mínima la culpabilidad del responsable, de forma que la imposiciónde la pena no haya de reportar ninguna utilidad pública.c) La comisión de la infracción haya causado a su autor un perjuicio grave que hagainnecesaria o manifiestamente desproporcionada la imposición de una pena.Esta previsión general tiene sus excepciones. En este sentido el ap. 2 establece que nocabrá el ejercicio de esta facultad cuando:a) en la comisión del hecho haya mediado violencia o intimidación,b) el investigado haya sido condenado anteriormente por un delito de la mismanaturaleza o por más de un delito de naturaleza distinta,c) la persona investigada se haya beneficiado anteriormente de la aplicación por razónde delito de uno de los supuestos de oportunidad establecidos en este capítulo,d) la víctima sea menor de trece años.Por último, en el inciso tercero, se amplía esta prohibición mencionando expresamenteque esa facultad tampoco será de aplicación a los delitos de violencia de género ni a losrelacionados con la corrupción.Por tanto, en este precepto se recogen con regla general los requisitos y prohibicionespara que se pueda archivar definitivamente un asunto siempre que la pena sea menor de 2años, con multa cualquiera que sea su extensión, o con privación de derechos que no excedade diez años. Sin embargo, es un precepto extraordinariamente importante porque a su vezes el precepto al que luego se remite tanto el art. 176 sobre la suspensión del procedimientoen esta misma sede de principio de oportunidad, como posteriormente el art. 183 sobre elarchivo o sobreseimiento dentro del marco de consecuencias y desarrollo de un proceso dejusticia restaurativa. Se trata, en parte, de una novedad en las leyes procesales que otorga unarelevantísimo poder al Ministerio Fiscal, y que habría de venir acompañada por una reformadel propio cuerpo, tanto en lo institucional como en lo orgánico24.En lo que se refiriere a las prohibiciones, para este texto es de especial interés laprohibición de utilizar la facultad de archivo por principio de oportunidad en los casos decorrupción. Los problemas que se derivan de la prohibición del empleo del principio deoportunidad en relación con la justicia restaurativa serán de especial consideración en elepígrafe 3, siendo que ahora solo quiero nombrar la cuestión y adelantar que una cosa esimpedir el archivo en esta tipología de delitos en utilización del principio de oportunidady otra el poder derivar el asunto a justicia restaurativa y que se lleve a cabo un procesorestaurativo en estos delitos. Lo que se prohíbe en este art. 175 es la posibilidad de archivarel asunto total o parcialmente por parte del Ministerio Fiscal cuando las penas sean de prisiónde hasta dos años, con multa cualquiera que sea su extensión, o con privación de derechosque no exceda de diez años. Es verdad que el art. 183 ARLCrim remite posteriormente al 175
24 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1086.
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para concretar las consecuencias de un proceso restaurativo que termine positivamente conun acuerdo reparador, pero esta cuestión es distinta y se abordará como se ha dicho, másadelante.

2.2. La suspensión del procedimientoEn el art. 176. se regula el siguiente de los supuestos en los que se podría atender alprincipio de oportunidad, esta vez referido a la suspensión del procedimiento por razonesde oportunidad. Por tanto, la primera diferencia es que no se trata de un archivo total, sinode una forma de suspensión que llevaría al sobreseimiento total (no provisional)25. De estemodo, el ap. 1 establece que, en los supuestos de delitos castigados con penas de prisiónde hasta cinco años o con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, siempre queconcurran los requisitos fijados en el artículo anterior (se entienden, los del art. 175. 2, y quetambién está también prohibida la suspensión del procedimiento en casos de corrupción),el fiscal podrá acordar la suspensión del procedimiento de investigación, condicionándola alcumplimiento por la persona encausada de una o varias de las siguientes obligaciones o reglasde conducta:a) Indemnizar al ofendido o perjudicado en la forma y cantidad que haya sidodeterminada; b) Dar al ofendido o perjudicado una satisfacción moral que éste considereadecuada y suficiente; c) Entregar al Estado o a instituciones públicas o privadas homologadasla cantidad que haya sido fijada para que sea destinada a obras sociales o comunitarias; d) Noacudir a determinados lugares; e) No aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiaresu otras personas que determine el decreto del fiscal, o no comunicarse con ellos; f) Noausentarse del lugar donde resida; g) Comparecer personalmente en la fiscalía, o en el serviciode la Administración que se señale al efecto, para informar de sus actividades y justificarlas;h) Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual u otrossimilares; i) Someterse a tratamiento de deshabituación en centro o servicio público o privadodebidamente acreditado u homologado, sin abandonar el mismo hasta su finalización; j)Cumplir los demás deberes que el fiscal estime convenientes para su rehabilitación social,previa conformidad del investigado, siempre que no atenten contra su dignidad como persona.En el ap. 2 se establece que, en todo caso, la suspensión del procedimiento requiere: a)que la persona investigada haya reconocido su responsabilidad en la comisión de los hechospunibles en la forma prevista en el artículo 322 de esta ley; b) que se haya comprometidoexpresamente a cumplir las obligaciones y reglas de conducta establecidas en el plazo fijadoal efecto, y c) que la persona ofendida o perjudicada haya mostrado su conformidad con lasuspensión y con las obligaciones y reglas de conducta impuestas a la persona investigada.La suspensión quedará siempre condicionada a que el sujeto no delinca en un plazode dos años (ap. 3). Cumplidas las obligaciones y reglas de conducta en el plazo fijado ytranscurridos dos años sin que la persona investigada haya delinquido, el fiscal, de oficioo a petición del interesado, remitirá el procedimiento al Juez de Garantías, que acordarásu sobreseimiento, con pleno efecto de cosa juzgada, previa audiencia de la víctima deldelito (ap.6). Por el contrario, cuando la persona encausada haya incumplido las obligacioneso reglas de conducta establecidas en el plazo fijado al efecto o cuando haya delinquidodurante los dos años siguientes a la suspensión, el fiscal solicitará del Juez de Garantías la
25 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p.1091.
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reapertura del procedimiento, que continuará por sus trámites con plena sujeción al principiode legalidad (ap. 7).En lo que nos interesa en relación con la atención a la víctima y la justicia restaurativa,la víctima interviene en dos momentos: la primera vez, cuando muestra o no su conformidadcon la suspensión y la segunda, en la audiencia que otorga el Juez de Garantías al recibir lapetición de sobreseimiento con plenos efectos de cosa juzgada. No queda claro, sin embargo,el alcance de la conformidad de la víctima ni tampoco el alcance de su voluntad en la elecciónde la medida26.

2.3. Sobreseimiento en la fase intermediaEl siguiente escenario posible que plantea el Anteproyecto para el sobreseimiento oarchivo es el de la fase intermedia del procedimiento. En este sentido, el artículo 177 establecepor regla general que, “1. Siempre que así lo soliciten todas las partes personadas, el Juezde la Audiencia Preliminar podrá disponer el sobreseimiento de la causa por las razones deoportunidad señaladas en los artículos anteriores, constatando a tal efecto la concurrenciade los elementos reglados que permiten su aplicación”. Sin duda, la remisión a los supuestosanteriores está poco desarrollada, y además no son supuestos parangonables27.Cabe preguntarse cuáles son esos elementos reglados, ya que se hace referencia a “losartículos anteriores”. Entiendo que, en primer lugar, son tres:1º Que se trate de penas de prisión de hasta dos años, con multa cualquiera que sea suextensión, o con privación de derechos que no exceda de diez años siempre que: a) Laincidencia del hecho punible sobre los bienes o intereses legalmente protegidos resultemínima o insignificante, dado el tiempo transcurrido desde la comisión de la infracción olas circunstancias en las que ésta se produjo; b) Pueda reputarse mínima la culpabilidaddel responsable, de forma que la imposición de la pena no haya de reportar ningunautilidad pública; c) La comisión de la infracción haya causado a su autor un perjuiciograve que haga innecesaria o manifiestamente desproporcionada la imposición de unapena.2º Que no se trate de asuntos en los que: en la comisión del hecho haya mediadoviolencia o intimidación; el investigado haya sido condenado anteriormente por undelito de la misma naturaleza o por más de un delito de naturaleza distinta; la personainvestigada se haya beneficiado anteriormente de la aplicación por razón de delito deuno de los supuestos de oportunidad establecidos en este capítulo o la víctima seamenor de trece años.3º Que no se trate de delitos de violencia de género ni corrupción.En el epígrafe segundo del art. 177 condiciona la eficacia del sobreseimiento a que lapersona encausada no delinca y a que cumpla las obligaciones y reglas de conducta que, deacuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior, se fijen en el auto judicial, correspondiendoen este caso el control de su efectividad al propio juez. Por tanto, se trata de un supuesto de
26 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación
del principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1093.
27 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación
del principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1093.
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archivo, pero donde va a existir un control judicial. Tanto es así que, en el caso de comisiónde un delito o de incumplimiento de las obligaciones o reglas de conducta, el juez acordará lareanudación del procedimiento por los trámites de la fase intermedia, sin posibilidad de unanueva aplicación del principio de oportunidad (ap. 3).En definitiva, este precepto es una extensión de la suspensión del art. 176 en la faseintermedia, aunque se trata de supuestos a todas luces distintos28.El artículo 178 se dedica en exclusiva al archivo para preservar la investigación de unaorganización criminal, supuesto que puede tener incidencia en casos de corrupción, pero en elque no me detendré en este trabajo29.
3. LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL ANTEPROYECTO DE LEY DE
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL Y ALGUNAS PROBLEMÁTICAS ESPECÍFICAS

3.1. Principios de la justicia restaurativa y otras cuestiones generales
en el AnteproyectoEl Capítulo III abre con el art. 181 estableciendo en el inciso primero los principios de lajusticia restaurativa, que son los de voluntariedad, gratuidad, oficialidad y confidencialidad.

28 Castillejo Manzanares, R.:"El principio de oportunidad en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal:
acusación popular y justicia restaurativa", en J. C. Lópaz Calaza, El impacto de la oportunidad sobre los principios
procesales clásicos: Estudios y diálogos, Iustel, 2021; Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley
de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal
y Criminología, 2022, p. 1093.
29 "1. El fiscal podrá acordar el archivo del procedimiento cuando su incoación o continuación pueda poner en grave
riesgo la tramitación de otra causa declarada secreta y relativa a delitos de terrorismo o a las actividades de una
organización criminal; 2. El archivo tendrá carácter reservado, excluyéndose toda audiencia o notificación que haga
peligrar la finalidad perseguida con el mismo; 3. El decreto se remitirá de inmediato al Juez de Garantías con los
documentos que sean necesarios para acreditar el riesgo que lo motiva, surtiendo efecto el archivo mientras no sea
revocado. 4. El juez podrá recabar del fiscal informes periódicos sobre la necesidad de mantener la situación de
archivo, pudiendo revocarla en cualquier momento. Desaparecido el riesgo generado para la investigación principal
y en todo caso una vez que el secreto de la misma se haya alzado, el fiscal solicitará del juez la reapertura del
procedimiento archivado, que este acordará salvo que entretanto haya prescrito la infracción que constituía su
objeto”. También es importante a los efectos de este trabajo nombrar el archivo por colaboración activa contra una
organización criminal. El art. 179 establece que: “1. En los supuestos de delitos castigados con penas de hasta seis
años de prisión o con penas de otra naturaleza, cualquiera que sea su extensión, cometidos en el seno de una
organización criminal, el fiscal podrá disponer el archivo del procedimiento siempre que: a) la persona investigada
haya abandonado voluntariamente sus actividades delictivas, se haya presentado a las autoridades confesando los
hechos en los que haya participado y haya colaborado activamente con ellas para impedir la producción del delito
o b) coadyuve eficazmente a la obtención de pruebas decisivas para la identificación o captura de otras personas
responsables o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones criminales a las que haya pertenecido
o con las que haya colaborado; 2. Será en todo caso necesario para hacer uso de esta facultad que la persona
investigada haya satisfecho las responsabilidades civiles que directamente le alcancen o que acredite la imposibilidad
de cumplirlas; 3. El archivo quedará condicionado a que la persona investigada no frustre con su propia conducta la
efectividad de la colaboración prestada y a que no reanude la actividad delictiva; 4. Transcurridos cinco años desde la
fecha del archivo sin que la persona investigada haya reiniciado la actividad delictiva abandonada y sin que haya vuelto
a colaborar con la organización criminal, podrá interesar de la autoridad judicial el sobreseimiento del procedimiento
archivado, con pleno efecto de cosa juzgada.
Este precepto podría cobrar especial importancia en los delitos de corrupción en los que puede concurrir el elemento
de la organización criminal. Sin embargo, por razones de espacio, no le dedicaré más espacio, considerando que en la
mayoría de casos no concurrirá esta circunstancia.
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Posteriormente, al igual que lo hace el EV, se afirma que las partes que se sometan a unprocedimiento de justicia restaurativa, antes de prestar su consentimiento, serán informadasde sus derechos, de la naturaleza de éste y de las consecuencias posibles de la decisión desometerse al mismo. Además, acoge el principio general de que la justicia restaurativa esvoluntaria (ap. 3), y que ninguna parte podrá ser obligada a someterse a un procedimientode justicia restaurativa, pudiendo, en cualquier momento, revocar el consentimiento yapartarse del mismo. La negativa de las partes a someterse a un procedimiento de justiciarestaurativa, o el abandono del ya iniciado, no implicará consecuencia alguna en el procesopenal, y siempre ha de garantizarse la confidencialidad de la información que se obtenga delprocedimiento de justicia restaurativa (ap. 4). Las informaciones vertidas en el marco delprocedimiento restaurativo no podrán utilizarse posteriormente, salvo que expresamente loacuerden las partes afectadas. De este modo, el fiscal no tendrá conocimiento del desarrollodel procedimiento de justicia restaurativa hasta que este haya finalizado, en su caso, mediantela remisión del acta de reparación. Es importante mencionar que son muchas las carenciasde la previsión normativa, pero su análisis no es objeto principal de este trabajo por lo quese hará referencia simplemente a aquello más relacionado con el fin último del artículo quees enfatizar en las posibilidades de la justicia restaurativa en el ámbito de la corrupción.Además de las que se mencionen a continuación, se quieren hacer notar desde el inicioalgunas de esas carencias. La primera es que el Anteproyecto no define en absoluto qué esun proceso restaurativo. La segunda, que no hace ninguna mención a la figura de la personafacilitadora, y en tercer lugar, a los contenidos mínimos de un acta de reparación30.Todo elloharía imprescindible la aprobación, de normas complementarias a la LECrim para garantizar,entre otras cosas, la seguridad jurídica.

3.2 El procedimiento de justicia restaurativaEn cuando al procedimiento de justicia restaurativa, el art. 182 establece que será elMinisterio Fiscal quien, según las circunstancias del hecho, del ofensor y de la víctima,podrá, de oficio o a instancia de parte, remitir a las partes a un procedimiento restaurativo.Exclusivamente estos elementos: circunstancias del hecho, ofensor y víctimas, son los quevan a condicionar al Ministerio Fiscal a la hora de derivar un asunto al servicio de justiciarestaurativa o no. Considero que esta decisión es coherente con las previsiones del Estatutode la Víctima del delito, que como se ha expresado, en el art. 15, recoge la justicia restaurativacomo un servicio en el marco de la Oficina de Atención a la víctima. Por tanto, se entiende quela justicia restaurativa no está prohibida para ningún asunto, a excepción de la ya conocidaprohibición para los asuntos en el marco de la Ley Integral de Violencia de Género, y ahoratambién para las denominadas por la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantíaintegral de la libertad sexual, violencias sexuales. Existe la categórica prohibición de la LeyOrgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de protección Integral contra la Violencia deGénero, en la que se adicionaba un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, delPoder Judicial y que se circunscribe en verdad a los denominados delitos de violencia contrala pareja o expareja31. Dicho de otro modo, las prohibiciones del art. 175 y ss del ALCrim parael archivo de los asuntos o la suspensión en determinados supuestos, no condicionan desde
30 Martín Ríos, P.: "La justicia restaurativa en el anteproyecto de lecrim de 2020", en F. Jiménez Conde, & O. Fuentes
Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo Blanch,
2022, p. 1178.
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mi punto de vista la posible derivación a los servicios de justicia restaurativa. En sentidocontrario parecen interpretarlo Castillejo Manzanares y Roig Torres32, como ahora indicaré.Castillejo33 afirma, en relación al ámbito objetivo de aplicación de la justicia restaurativa,que la opción por limitarla a los delitos menos graves ha sido la postura adoptada por ellegislador en el Anteproyecto sin embargo, no explica por qué. Roig, por su parte, concluye sutrabajo afirmando que: “En definitiva, los supuestos en que el acuerdo reparador puede incidiren el proceso penal son insignificantes, al precisar que la persona investigada haya sufridodaños de tal calibre que hagan innecesaria o desproporcionada la sanción penal y excluir,además, los delitos que comportan uso de violencia o intimidación, junto a otros hechos.”
31 En este sentido Villacampa Estiarte ha estudiado la adecuación de la justicia restaurativa en los casos de violencia en
el ámbito de la pareja, es decir, en el ámbito de esta Ley concluyendo la necesidad de dar un marco a esa intervención
por ser considerada, como muestran estudios comparados, positiva Villacampa Estiarte, C., Justicia restaurativa en
supuestos de violencia de género en España: situación actual y propuesta político-criminal. Política criminal, 2020
15(29), p. 64. Este es un tema sumamente controvertido y estudiado en el contexto español (v. extensamente
Guardiola Lago, M. J., La justicia restaurativa en la violencia de género a debate: situación actual en España y
reflexiones de política criminal, en: Justicia restaurativa y violencia de género: más allá de la Ley Orgánica 1/2004,
Castillejo Manzanares, R & Sande Mayo, M. & Torrado Tarrío, C. (coords.), 2014, pp. 313-338), sobre el que ahora no
me voy a extender, pero sobre el que me posiciono por entender que no hay motivos para excluir de la herramienta
restaurativa a los delitos enmarcados en la mencionada ley.
32 Castillejo Manzanares, R.:"El principio de oportunidad en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal:
acusación popular y justicia restaurativa", en J. C. Calaza López, El impacto de la oportunidad sobre los principios
procesales clásicos: Estudios y diálogos, Iustel, 2021, y claramente Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en
el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del principio de oportunidad”, en: Revista
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022. Así, afirma: “Pues bien, el resultado de ese procedimiento puede
tener varios efectos. Para precisarlos el artículo 183 del Anteproyecto, relativo a las consecuencias de la justicia
restaurativa, se remite a los artículos 175 y 176, que regulan el archivo y la suspensión del proceso penal por razones
de oportunidad, lo que produce algunos desajustes. En primer lugar, en los delitos castigados con penas de prisión de
hasta dos años, multa, o privación de derechos de hasta diez años, el fiscal puede decretar el archivo total o parcial
de la investigación. Como he dicho, el artículo 175 no prevé la exigencia de obligaciones a la persona encausada. En
cambio, el artículo 183.3 establece que si se celebra el proceso restaurativo el fiscal deberá imponer como reglas
de conducta los acuerdos alcanzados por las partes, de forma que puede remitir a él, supeditando el archivo al
contenido de ese procedimiento y a los pactos asumidos. Ahora bien, para poder decretar el archivo es necesario que
la infracción haya causado a su autor un perjuicio grave que haga innecesaria o manifiestamente desproporcionada
la imposición de una pena. Por otra parte, no cabe esta facultad cuando concurran las siguientes circunstancias:
en la comisión del hecho haya mediado violencia o intimidación, el investigado haya sido condenado anteriormente
por un delito de la misma naturaleza o por más de un delito de naturaleza distinta, la persona investigada se haya
beneficiado antes de algún supuesto de oportunidad de este capítulo, o la víctima sea menor de trece años. En todo
caso, se excluyen los delitos de violencia de género y los relacionados con la corrupción. Por lo tanto, es un recurso
extraordinariamente limitado, aplicable a muy pocos ilícitos. Cabe pensar particularmente en los de tráfico, cuando
el autor resulta gravemente lesionado. En segundo lugar, en los delitos castigados con penas de prisión de hasta
cinco años u otras de distinta naturaleza, el fiscal podrá acordar la suspensión de la investigación. Ahora bien, se
mantienen los requisitos del supuesto anterior. Es decir, el encausado tiene que haber padecido un perjuicio grave que
desaconseje la pena. Igualmente, rigen las exclusiones indicadas. Se imponen como reglas de conducta los acuerdos
alcanzados. Y la suspensión queda condicionada a que la persona investigada las cumpla y a que no delinca durante
dos años. Pero aquí se añade un requisito más estricto, porque ha de reconocer su responsabilidad en la comisión
de los hechos punibles. Si concurren todos los presupuestos se sobresee el proceso con efecto de cosa juzgada y si
el inculpado infringe el acuerdo o delinque en el periodo establecido, se reabre de nuevo. Se mantienen, pues, los
inconvenientes que decía sobre la presunción de inocencia, pero aquí acentuados por esa confesión expresa de la
culpabilidad. En tercer lugar, el acuerdo permite al fiscal proceder por las reglas del procedimiento de conformidad,
que ahora se aplica a todas las penas sin limitación temporal”.
33 Castillejo Manzanares, R. C., & Rodríguez Álvarez, A.: Debates jurídicos de actualidad. Pamplona: Aranzadi, 2021, p.
120.
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Parece, por tanto, que hace una vinculación entre la derivación a la justicia restaurativa y losrequisitos del art. 175 y 176, porque de lo contrario, una conclusión tan fuerte considero queno se entiende34.Desde mi punto de vista, esto, evidentemente condiciona la posibilidad de que un acuerdorestaurativo satisfactorio fruto de un proceso restaurativo sea el archivo o suspensión delprocedimiento en el marco del art. 176 del ALCrim, pero en nada impide la aplicación de laatenuante de reparación del daño del art. 21.5 CP o la suspensión de la pena conforme alart. 80.3 CP u otras posibles consecuencias en la ejecución de la pena. A las problemáticasinterpretativas que pueden surgir al respecto me referiré para mayor y mejor claridad en elsiguiente apartado.En todo caso, el inicio del procedimiento restaurativo no eximirá de la práctica de lasdiligencias indispensables para la comprobación del delito. Es decir, será una vez finalizadatoda la investigación cuando, en su caso, se remitirá el asunto al servicio de justiciarestaurativa. De este mismo modo es como se recoge el procedimiento en la guía del CGPJy es así como se hace en los distintos proyectos piloto de mediación penal, y hoy en losservicios de justicia restaurativa ya existentes35.El epígrafe segundo del art. 176 CP determina el plazo en el que se deberá lleva a caboel proceso restaurativo que es de tres meses. No cabe duda de que se trata de un plazomuy ajustado. Es verdad que está, en concordancia con los plazos de la LECrim para otrasdiligencias, en aras de aligerar los tiempos y el alargamiento de los procesos penales, perono es menos cierto que se trata de un plazo absolutamente insuficiente e incluso irreal.A nadie le cabe en la cabeza que sea posible resolver un asunto complejo mediante unproceso restaurativo en ese tiempo36. Piénsese en delitos con resultados lesivos graves, conperjuicios patrimoniales elevados o, al contrario, asuntos aparentemente sencillos, que sepueden incluso tramitar por el procedimiento de Delito Leve pero que sin embargo tienenuna carga conflictual importante por su alargamiento en el tiempo o por las relaciones entrelas partes. Es evidente que el legislador no ha sabido tener en cuenta la diferencia entre lagravedad de los delitos y la gravedad de un conflicto, pero tampoco ha sabido atender a lascircunstancias de cada caso, proponiendo márgenes más amplios y flexibles para el abordajede los asuntos desde el proceso restaurativo. En todo caso, no parece casual ese plazo ytampoco la falta de cuidado a estas cuestiones si se atiende a los arts. 175 y 176 en relacióncon el art. 183, cuya redacción parece quiera torpedear el uso de la herramienta, cuestión a laque también me referiré en el siguiente apartado.
34 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022.
35 Guía del CGPJ, https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Mediacion/Guia-para-la-practica-de-la-Mediacion-
Intrajudicial/ Última consulta 5 de enero de 2022. También la única Ley en España sobre justicia restaurativa, que
es la de la Comunidad Foral de Navarra LF 4/2023, de 9 de marzo, de justicia restaurativa, mediación y prácticas
restaurativas comunitarias. Véase en: http://www.lexnavarra.navarra.es/detalle.asp?r=55774.
36 En este sentido, en relación con los plazos que imponen los servicios de Justicia Restaurativa de Cataluña y País
Vascos y las dificultades de poder abordar un conflicto complejo de violencia de género en ese tiempo. Véase Francés
Lecumberri, P.: “El enfoque de género y los servicios de justicia restaurativa desde algunos de sus responsables en
Cataluña, País vasco y Navarra, con una muestra desde la observación participante”, en: Revista de Victimología, 2024,
pp. 137-188. Considero que el hecho de que la mayoría de los procesos de los mencionados servicios, como así lo
indican sus memorias de actividades, terminen en ese plazo responde más a la exigencia administrativa de que así sea
que a la conveniencia de una intervención en ese tiempo.
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En el apartado 3 del mismo art. 182 se establece que, de no consentir las partes ensometerse a un procedimiento restaurativo, se pondrá inmediatamente esta circunstancia enconocimiento del Ministerio Fiscal, que continuará la tramitación del procedimiento penal.El equipo de justicia restaurativa podrá solicitar al fiscal la información que precise sobre elcontenido del procedimiento de investigación durante el desarrollo de las sesiones (ap. 4).Por último, en el ap. 5 se deja la puerta abierta a la posibilidad de que las partes acudan aun procedimiento de justicia restaurativa durante la ejecución de la pena.
3.3 Las consecuencias de la participación en un proceso de justicia
restaurativaEn el art. 183 se concretan las consecuencias de la participación en un proceso de justiciarestaurativa en relación con el procedimiento penal: para muchos, conjuntamente con lasconsecuencias materiales para el infractor, la cuestión más relevante (como conflictiva) dela justicia restaurativa. El precepto dice que, concluido el proceso, los servicios de justiciarestaurativa emitirán un informe sobre el resultado positivo o negativo de la actividadrealizada, acompañando, en caso positivo, el acta de reparación con los acuerdos a los que laspartes hayan llegado (ap. 1). Se añade que los informes no deben revelar nunca el contenidode las comunicaciones mantenidas entre las partes, ni expresar opinión, valoración o juiciosobre el comportamiento de las mismas durante el desarrollo del procedimiento de justiciarestaurativa. El documento que incorpore el acta de reparación se firmará por las partes y porsus representantes legales, si los hubiera, entregándose una copia a cada una de ellas (ap. 2)Será en este supuesto, en el que existe un acuerdo positivo, en el que, el fiscal, valorandolos acuerdos a los que las partes hayan llegado, las circunstancias concurrentes y el estado delprocedimiento, podrá:a) Decretar el archivo por oportunidad de conformidad con lo establecido en losartículos 175 y 176 de esta ley, imponiendo como reglas de conducta los acuerdosalcanzados por las partes. En estos casos, no serán de aplicación los requisitosestablecidos en las letras a) y b) del artículo 175.1 de esta ley, pero entonces sí el de laletra c), es decir: que la comisión de la infracción haya causado a su autor un perjuiciograve que haga innecesaria o manifiestamente desproporcionada la imposición de unapena.b) Proceder por las reglas especiales del procedimiento de conformidad. En estossupuestos, las víctimas serán siempre oídas aun cuando no se hubieran personado, yla sentencia de conformidad incluirá los términos del acta de reparación.¿En qué se traduce lo anterior?En primer lugar, en relación con lo visto sobre el principio de oportunidad, en la ideatal vez tan obvia como importante, de que un procedimiento puede ser archivado total oparcialmente o suspendido sin que se haya llevado a cabo un proceso de justicia restaurativa.En segundo lugar, que cuando el Ministerio Fiscal, a petición de las partes o de oficio,remita un asunto a justicia restaurativa atendiendo a las circunstancias del hecho, del ofensory de la víctima, podrá luego de eso y siempre que el proceso restaurativo haya llegado a su finde manera satisfactoria, decretar el archivo por oportunidad o proceder conforme a las reglasdel procedimiento especial. Así:
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- Tanto si se trata de delitos con pena de prisión de hasta 2 años, multa cualquieraque sea su extensión, o privación de derechos que no exceda de 10 años (art. 175),como en el caso de que se trate de asuntos con penas de prisión de hasta cinco años ocon cualesquiera de otra naturaleza (art. 176) podrá darse el archivo si concurren losrequisitos del apartado c) del art. 175.a CP. En estos casos las reglas de conducta seránlas alcanzadas en el proceso restaurativo.- Proceder por las reglas especiales del procedimiento por conformidad.

A) La importancia de discernir entre la derivación a los servicios y
el archivoPor lo anterior, debería quedar más claro lo que se quiere enfatizar ahora: que lavinculación del art. 183 con respecto a los arts. 175 y 176 es en relación al decreto dearchivo, pero no en relación a la imposibilidad de derivar esos asuntos al servicio de justiciarestaurativa. Dicho de otro modo, no se está prohibiendo la derivación a procesos de justiciarestaurativa cuando haya violencia o intimidación o en casos de corrupción. Simplementese remite a los arts. 175 y 176 para atender al proceso cuando se acuerda el archivo. Sinembargo, sí es absolutamente necesario, porque expresamente lo exige el art. 183 ALCrim,que concurran los requisitos del apartado c) del art. 175, es decir: que la comisión de lainfracción haya causado a su autor un perjuicio grave que haga innecesaria o manifiestamentedesproporcionada la imposición de una pena, lo cual es francamente criticable37. En estesentido cabe preguntarse: ¿cómo se ha de valorar el perjuicio grave o la desproporción dela pena? ¿Por qué solo en esos casos se va a archivar el asunto? ¿Cuál es la explicación oqué sentido político criminal tiene la previsión? ¿No puede haber otros casos en los que nohaya perjuicio grave ni desproporción de pena en los que pueda caber un proceso de justiciarestaurativa?Las aseveraciones que se acaban de exponer sobre la inexigencia del deber de concurrirlos requisitos de los arts. 175 y 176 ARLCrim y la derivación a un proceso de justiciarestaurativa, son conflictivas. Hay quien pudiera considerar que los arts. 175 y 176 sí quecondicionan la derivación a justicia restaurativa al cumplimiento de los requisitos que secontienen en ellos, pues se puede no entender bien la derivación a los servicios de justiciarestaurativa sin una incidencia en el sobreseimiento o archivo del proceso penal. De hecho, laExposición de Motivos del ARLCrim dice expresamente que, “en el mismo marco del principiode oportunidad ha de ser comprendida la institución de la justicia restaurativa”.Esta es también la opinión de Castillejo Manzanares,38 quien afirma que una de lascuestiones que se resuelve clave es la relativa a cuál es el ámbito objetivo de aplicaciónde la justicia restaurativa. En este sentido muestras las posturas contrarias entre quienesconsideran que se debe limitar su aplicación a los delitos menos graves y quienes asensu contrario consideran que se debe excluir de la mayoría de los delitos leves. Porsu parte, ella mantiene de manera justificada una posición intermedia por la que habráque estar a las circunstancias de cada caso, sobre todo, a la posición emocional y a las

37 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el AnteproyectoLey de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022.
38 Castillejo Manzanares, R.:"El principio de oportunidad en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal:
acusación popular y justicia restaurativa", en J. C. Sonia Calaza López, El impacto de la oportunidad sobre los principios
procesales clásicos: Estudios y diálogos, Iustel, 2021, pp. 120 ss.
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condiciones de igualdad en que se encuentren las partes para ver si es posible o no eldesarrollo del procedimiento restaurador. De esta manera la autora argumenta claramentecómo la derivación no debe responder exclusivamente a criterios objetivos que atiendanexclusivamente a tipos penales, sino que debe tomar en consideración el criterio subjetivode la presencia como sujeto pasivo en el supuesto de las víctimas que sean personas físicas,y con vulneración de derechos eminentemente personales. En este sentido trae la realidadpráctica que en muchas ocasiones muestra cómo la gravedad del hecho, según la calificacióny pena que se halle contenida en el Código Penal, no coincide siempre y en todo caso con lagravedad percibida subjetivamente, de forma tal que no tienen por qué estar todos los delitosgraves excluidos, ni deben incluirse todos los delitos leves, porque no todos son idóneos paraeste procedimiento. Sin embargo, como ella misma expone, no ha sido esto lo decidido enel Anteproyecto. En los artículos 175 y 176 se regula el ámbito objetivo del procedimientode justicia restaurativa, por cuanto se prevé que el fiscal podrá decretar el archivo total oparcial de la investigación para los delitos castigados con penas de prisión de hasta dos años,con multa cualquiera que sea su extensión, o con privación de derechos que no exceda dediez años, siempre que la comisión de la infracción haya causado a su autor un perjuiciograve que haga innecesaria o manifiestamente desproporcionada la imposición de una pena.Además, como ya se ha dicho parece que no será posible esta herramienta en determinadossupuestos, a saber: cuando en la comisión del hecho haya mediado violencia o intimidación;el investigado haya sido condenado anteriormente por un delito de la misma naturalezao por más de un delito de naturaleza distinta; la persona investigada se haya beneficiadoanteriormente de la aplicación por razón del delito de uno de los supuestos de oportunidadprevistos; o la víctima sea menor de trece años. Además, se excluye expresamente en losdelitos de violencia de género y en los relacionados con la corrupción. De este mismo parecerse muestra Fernández López39.Por mi parte, pienso que esta interpretación no se puede sostener. Es cierto que laredacción del ARLCrim no es clara, pero no se pueden vincular dos instituciones diferentesde manera irremediable: justicia restaurativa y principio de oportunidad. Efectivamentelos vínculos entre ambas son evidentes, como nos dice la procesalista40, pero no estánirresolublemente unidas. Una cosa es que hubiese sido conveniente dar mayor peso, en cuantoa incidencia en el proceso penal, a la participación en un encuentro restaurativo mediante eluso del principio de oportunidad, y otra distinta que se vinculen los requisitos del principiode oportunidad a la derivación o participación en un proceso restaurativo intrajudicial.Esta considero que es una interpretación de la norma afinada con el sentido de la justiciarestaurativa, con lo que se ha venido haciendo hasta ahora en el Estado Español amparadopor el CGPJ, y en relación con otras normas, como por ejemplo el Estatuto de la Víctima, loque nos debe llevar a la conclusión de que nunca los requisitos de los arts. 175 y 176 delARLCrim serán óbice para derivar un asunto a mediación, sino para que tenga una incidenciaen el proceso penal.En este sentido comparto totalmente la opinión de Martín Ríos41 cuando afirma que:“encuadrar a la justicia restaurativa “en el marco” de la oportunidad, donde la sitúa el
39 Fernández López, M.: "Conformidad, oportunidad y justicia restaurativa. La cuestionable propuesta de terminación
anticipada condicionada a la reparación de la víctima", en: F. Jiménez Conde, & O. Fuentes Soriano, Reflexiones en
torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant Lo Blanch. 2022, p. 1126.
40 Martín Ríos, P.:"La justicia restaurativa en el anteproyecto de LECRIM de 2020", en F. Jiménez Conde & O. Fuentes
Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo Blanch,
2022, p. 1174.
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Anteproyecto, limita las potencialidades de aquélla y la reduce, en cierto modo, a ser uninstrumento al servicio de ésta”. A pesar de lo explícita que resulta la Exposición de Motivosdel Anteproyecto, al afirmar que la Justicia restaurativa ha de concebirse como un instrumentoal servicio de la decisión expresa del Estado de renunciar a la imposición de la pena cuandoesta no es necesaria a los fines públicos de prevención y pueden resultar adecuadamentesatisfechos los intereses particulares de la víctima, entiendo que sería perfectamente posibleabogar por un uso moderado del principio de oportunidad y, en cambio, defender un fomentoclaro de la Justicia restaurativa.Refuerza lo dicho hasta ahora el hecho de que puede sorprender que, como tambiénapunta Martín Ríos42, el anteproyecto no establezca ni un catálogo cerrado de delitos niunos criterios objetivos conforme a los que quepa realizar esa derivación, solo menciona “lascircunstancias del hecho, del ofensor y de la víctima”. Por mi parte, creo que son tres criteriossuficientes para justificar y motivar en cada caso la derivación43.

B) Posibles futuribles escenariosLos escenarios pueden ser entonces los siguientes:a) Primer escenario. Conforme a las circunstancias del hecho, víctima o infractor, porpetición de las partes o de oficio, se deriva el asunto al servicio de justicia restaurativay se cumple con los requisitos de los arts. 175 y 176. El resultado será el archivo delprocedimiento por justicia restaurativa en los casos en los que la pena sea inferior ados años de prisión, multa cualquiera que sea su extensión o privación de derecho queno exceda de dos años, y suspensión con normas de conducta y cumplimiento de loacordado para los casos de prisión de hasta cinco años o con cualesquiera otras penas dedistinta naturaleza.b) Segundo escenario. Conforme a las circunstancias del hecho, víctima o infractor porpetición de las partes o de oficio, se deriva el asunto al servicio de justicia restaurativapero NO SE CUMPLEN los requisitos de los arts. 175 y 176. En este caso, tanto para lossupuestos en los que la pena sea inferior a dos años de prisión, multa cualquiera quesea su extensión o privación de derecho que no exceda de dos años, como para los casosde prisión de hasta cinco años o con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, elMinisterio Fiscal no podrá archivar el procedimiento penal. Pero, en ese caso, conforme alo establecido en el art. 184, el procedimiento de JR será tenido en cuenta por el tribunalsentenciador, que incluirá la atenuante de reparación del daño; y posteriormente, añado,podrá ser tenido en consideración en clave de suspensión de la pena del art. 80 o enotros momentos de la ejecución de la pena.
41 Martín Ríos, P.: "La justicia restaurativa en el anteproyecto de LECrim de 2020", en F. Jiménez Conde & O. Fuentes
Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo Blanch,
2022, p.1175.
42 Martín Ríos, P.: "La justicia restaurativa en el anteproyecto de LECrim de 2020", en F. Jiménez Conde & O. Fuentes
Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo Blanch,
2022, p. 1179.
43 En contra de Martín Ríos, P.: "La justicia restaurativa en el anteproyecto de LECrim de 2020", en F. Jiménez Conde &
O. Fuentes Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo
Blanch, 2022, p.1179.
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Es cierto que, atendiendo a la literalidad del art. 184 ARLCrim, este dice que: “sin perjuiciode lo establecido en los artículos anteriores, el tribunal de enjuiciamiento podrá remitir lasactuaciones al procedimiento de justicia restaurativa cuando todas las partes lo soliciten. Eneste supuesto, el procedimiento de justicia restaurativa se desarrollará de conformidad con loestablecido en el artículo 182 de esta ley. Si se alcanzara acuerdo, las conclusiones definitivasy la sentencia incluirán la atenuante de reparación”. Se podría pensar que solo el MinisterioFiscal puede activar la derivación a los servicios de justicia restaurativa, cuando ademáspueda tener incidencia en el proceso penal (por aplicación del principio de oportunidad), ysi no es posible, solo será el Tribunal, si de conformidad con todas las partes, así se estimaconveniente.Como se adelantaba antes, considero que hay distintos motivos para llevar a cabo lainterpretación propuesta, y no la que inicialmente se puede derivar de lo expresado en elart. 184, que, en relación con los demás preceptos, condicionaría la derivación a justiciarestaurativa por parte del Ministerio Fiscal solo cuando el asunto se pudiera archivar totalo parcialmente, es decir, cuando se dieran los requisitos del art. 175 y 176 y fuera de lossupuestos que la prohíben.El primer argumento para optar por una interpretación como la propuesta está en queesta es más respetuosa con el sentido de lo ya contenido en el Estatuto de la Víctima, queofrece la justicia restaurativa como herramienta disponible para ella en todo momento44.El segundo, porque está más en coherencia con el trabajo que se ha hecho hasta ahora enel marco de los proyectos piloto amparados por el CGPJ.En tercer lugar, porque ya existe un ejemplo de redacción similar en nuestroordenamiento jurídico, en concreto en la LORPM, que exige una interpretación similar. Eneste sentido, en un trabajo anterior expuse45 cómo en relación con el art. 19 LORPM no pareceque, del tenor literal de la ley, exista ningún tipo de limitación para el acceso a un proceso dejusticia restaurativa en relación con la gravedad del delito. Esta perspectiva quizás un tantoaperturista de la interpretación de la ley entendía es conforme tanto con el tenor literal delprecepto como con la filosofía de la Justicia Restaurativa y la institución de la mediación comoinstrumento para la resolución de conflictos. Así, por un lado, y a mi entender, las limitacionesque el legislador impone están en la posibilidad de desistimiento de la continuación delexpediente para el Ministerio Fiscal, en tanto que el art. 19 establece que sólo podrá desistir

44 Artículo 15. Servicios de justicia restaurativa.

1. Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que reglamentariamente se
determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados
del delito, cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) el infractor haya reconocido los hechos esenciales
de los que deriva su responsabilidad; b) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido
información exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos existentes
para hacer efectivo su cumplimiento; c) el infractor haya prestado su consentimiento; d) el procedimiento
de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo
pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima; y e) no esté prohibida por la ley para
el delito cometido. 2. Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales
y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores y otros profesionales que
participen en el procedimiento de mediación, estarán sujetos a secreto profesional con relación a los hechos y
manifestaciones de que hubieran tenido conocimiento en el ejercicio de su función. 3. La víctima y el infractor
podrán revocar su consentimiento para participar en el procedimiento de mediación en cualquier momento.

45 Francés Lecumberri, P.: “El principio de oportunidad y la justicia restaurativa: Mediación, conciliación y reparación
en la Ley Orgánica de responsabilidad penal del menor”, en: Indret: Revista para el Análisis del Derecho, Nº. 4, 2012.
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de la continuación del expediente cuando el hecho delictivo sea menos grave o falta, siendoque a su vez ofrece una serie de parámetros relevantes a atender para tomar la decisión dedesistir o no, como la gravedad y circunstancias de los hechos, la concurrencia de violencia eintimidación, las circunstancias del menor... Pero esto, según el tenor del artículo, no vinculaa la derivación a mediación. La imposibilidad de desistir del expediente considero no cambiaen nada la posibilidad de derivar o no a mediación un asunto. Es cierto que la mayoría delos autores vinculan de manera irremediable la imposibilidad para sobreseer el asunto por elMinisterio Fiscal con la posibilidad de que el equipo técnico pueda hacer una mediación. Peroestas limitaciones no son para el acceso a mediación, que conforme al art. 27 podrá acordarsepor el equipo técnico cuando lo considere conveniente en interés del menor. Y lo entiendo asíporque, en primer lugar, como se decía, el legislador no impide expresamente esta posibilidad:sí para el desistimiento, pero no para la actividad mediadora o reparadora; y en segundo lugar,porque parece interesante proporcionar un acceso libre a la mediación por parte del menor yeliminar criterios restrictivos basados en reticencias de carácter defensista.Como se puede observar el conflicto es muy similar al que se plantea con la propuestade redacción para la Ley de Enjuiciamiento Criminal. No se pueden confundir institucionesdiferentes como son la del sobreseimiento y la de la actividad reparadora con la facilitación deun servicio de justicia restaurativa.En definitiva, en este mismo sentido, se propone aquí esta interpretación absolutamenteamplia en la que simplemente se plantea la necesidad de diferenciar correctamente y contodas sus consecuencias dos instituciones diferentes: la justicia restaurativa, por un lado,y el archivo por otro, y que ambas se desvinculen porque no son inherentes la una a laotra. Hacer la interpretación de otra manera, además de dejar fuera una gran cantidad deasuntos susceptibles de ser atendidos desde la justicia restaurativa, es el resultado de vinculara mi entender por inercia e incorrectamente dos instituciones diferentes. Pero, además, ymás grave todavía, si no se entiende de este modo, TODOS LOS DELITOS DE CORRUPCIÓNquedarían fuera de las posibilidades de ser abordados por mecanismos restaurativos, cuestióndel todo indeseable. Lo que en mi opinión pretende el legislador es limitar el sobreseimientoy archivo de los asuntos de corrupción, y por tanto excluir la posibilidad de utilizacióndel principio de oportunidad (con o sin derivación del asunto a un servicio de justiciarestaurativa) a los delitos de corrupción, pero no las posibilidades restaurativas de losmismos, a lo que me referiré en el siguiente epígrafe.
4. OTROS PROBLEMAS INTERPRETATIVOS DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE
ENJUICIAMIENTO CRIMINALCon Roig Torres46 parece necesario que la justicia restaurativa introducida en el ARLCrimvaya cohonestada con otra regulación de la materia, que contribuya a la precisión conceptualy a la clarificación de muchos conceptos que quedan inciertos. En lo que se refiere a laregulación del principio de oportunidad, el ARLCrim no afina,47 y menos todavía en relacióncon la justicia restaurativa, pues el modo en que lo hace no resulta satisfactorio48. Con todo sehace preciso, en esta materia, una Ley Especial de justicia restaurativa49.
46 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el AnteproyectoLey de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1087.
47 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el AnteproyectoLey de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, p. 1107.

Estudios Penales y Criminológicos, 45 (2024). ISSN-e: 2340-0080https://doi.org/10.15304/epc.45.9452 19

https://doi.org/10.15304/epc.45.9452


Paz Francés Lecumberri
Como se ha expuesto hasta ahora, se hace una interpretación desligada del principiode oportunidad y de la justicia restaurativa, que nos permite poder considerar la justiciarestaurativa para todos los delitos, a excepción, como se ha dicho, de los delitos de violenciade Género y violencias sexuales, siempre que se acredite que el proceso penal tiene unaincidencia en la persona infractora, lo cual ya se ha criticado con contundencia y generamuchas dudas50. Sin embargo, eso no significa que se valore positivamente cómo se reducenlas posibilidades de incidencia en el proceso penal de la justicia restaurativa. En palabras deRoig Torres,51 “los supuestos en que el acuerdo reparador puede incidir en el proceso penalson insignificantes, al precisar que la persona investigada haya sufrido daños de tal calibreque hagan innecesaria o desproporcionada la sanción penal y excluir, además, los delitos quecomportan uso de violencia o intimidación, junto a otros hechos. Por otra parte, a diferenciadel ordenamiento alemán, los efectos directos sobre la pena se reducen a ampliar el marcotemporal de vigencia de la atenuante de reparación. En este sentido, deberían incluirse nuevasnormas también en el Código penal para que el acuerdo reparador pudiera comportar unarebaja o renuncia a la sanción (…) Así pues, me parece que en el Anteproyecto se ha queridodar cumplimiento a las directrices internacionales que determinan la incorporación de lamediación y de la justicia restaurativa. Pero incumple la Ley del Estatuto de la Víctima delDelito, donde se recoge el derecho de las víctimas en general a acceder a esos servicios.Desde luego, ni las normas internacionales mencionadas ni este Estatuto estaban pensandosolo en los casos puntuales indicados”. Siguiendo con la autora, comparto que el problemaestá en efectuar una remisión genérica a los preceptos relativos al archivo y suspensiónde la causa por razones de oportunidad, en lugar de dedicar un apartado específico alrégimen completo de la justicia restaurativa, del que sigue adoleciendo nuestro ordenamientojurídico. En concreto, comparto con la autora que el archivo debería responder al buenresultado obtenido en el proceso, que nada tiene que ver con la exigencia de que la personaafectada haya sufrido daños graves. Entiendo que estas lógicas limitadoras se insertan en una

48 Martín Ríos, P.: "La justicia restaurativa en el anteproyecto de lecrim de 2020", en F. Jiménez Conde, & O. Fuentes
Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020. Valencia: Tirant lo Blanch,
2022, p.1186.
49 Serrano Hoyo, G.: Breve exposición de los momentos y efectos procesales de la justicia restaurativa en el
anteproyecto de lecrim de 2020, en F. Jiménez Conde & O. Fuentes Soriano, Reflexiones en torno al Anteproyecto
de Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2020, Valencia: Tirant lo Blanch, 2022, p. 1241. Véase también la Ley
Foral 4/2023, de 9 de marzo, de justicia restaurativa, mediación y prácticas restaurativas comunitarias. Véase en:
http://www.lexnavarra.navarra.es/detalle.asp?r=55774.
50 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal como manifestación
del principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022, afirma y se comparte
que “la técnica legislativa adoptada, genera confusión y va en detrimento de la seguridad jurídica. En el artículo
183 del Anteproyecto, relativo a las consecuencias del procedimiento de justicia restaurativa, se hace una remisión
a los artículos 175 y 176 referidos, respectivamente, al archivo y a la suspensión del proceso penal por razones de
oportunidad. En ese reenvío se indica que no serán de aplicación los apartados a) y b) del apartado 1 del artículo
175, pero se omite la mención al apartado c), que por lo tanto sigue rigiendo, donde se exige para el archivo que
la comisión de la infracción haya causado a su autor un perjuicio grave que haga innecesaria o manifiestamente
desproporcionada la imposición de la pena. El artículo 176.1 mantiene los requisitos del artículo anterior. Además,
se citan numerosos supuestos en los que no podrá realizarse la justicia restaurativa. Por lo tanto, se reduce a casos
excepcionales, desde el momento en que es necesaria esa particularidad de que el autor haya resultado gravemente
perjudicado en la infracción”.
51 Roig Torres, M.: “La justicia restaurativa en el AnteproyectoLey de Enjuiciamiento Criminal como manifestación del
principio de oportunidad”, en: Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 2022.
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confusión entre Justicia Restaurativa y mediación privatizadora52. La Justicia restaurativa noes negociación. Braithwite53 nos recuerda que los delitos de corrupción no se suele perseguir;y cuando se persiguen, pocos casos llegan a prisión (y llegan muy selectivamente). Una miradarestaurativa significa tomárselo en serio, no es impunidad (tampoco conformidad, la cualcuriosamente se impulsa en el ARLCrim), es otra forma de intervenir más efectiva y menoscostosa humanamente, como señala Braithwaite.
5. REFLEXIONES FINALES ATERRIZADAS EN LOS DELITOS DE CORRUPCIÓNLa primera conclusión de este trabajo es enmarcar claramente que en el marco delARLCrim nunca podrá ser utilizado el principio de oportunidad para los delitos de corrupción,y por tanto archivar o sobreseer el procedimiento, aun habiéndose derivado el asunto ajusticia restaurativa. Pero, además, como se ha expuesto, para algunos autores, en sí mismas,las previsiones del ARLCrim impiden la derivación a los servicios de justicia restaurativade los asuntos enmarcados en el concepto de corrupción. Sin embargo, en este trabajo seha enfatizado en la necesaria diferenciación de la derivación y el archivo, o ampliamente,las consecuencias de llevar a cabo un proceso de justicia restaurativa. En este sentido, seconsidera que la única limitación para los delitos de corrupción será la del archivo, porque seconsidera que el anteproyecto no implica, con todo lo expuesto, la prohibición de derivación.En cuanto a la prohibición del archivo de estos asuntos, la doctrina se muestra favorablea la decisión explicando que esto puede deberse a razones relacionadas con el interés generaly el hecho de que nos encontremos ante un bien jurídico supraindividual. Sin embargo, ennuestro Código penal existen innumerables delitos que protegen bienes jurídicos colectivoso supraindividuales para los que no se ha prohibido el principio de oportunidad54. Otrofundamento que habitualmente se esgrime para impedir el archivo de las actuaciones enlos supuestos de corrupción estaría en la necesidad de una investigación hasta el final enestos asuntos, pero, como con el anterior argumento, lo mismo se podría extender para otrosdelitos de similares características sociales. En definitiva, considero que más bien la decisión/prohibición de un archivo en estos delitos se debe a una cuestión de política criminal55,la cual es, grosso modo, cuestionable. Lo que considero es del todo criticable e indeseablees considerar que le prohibición es, desde la raíz misma, es decir, desde la derivación aprocesos restaurativos. Básicamente este trabajo ha tratado de dar argumentos suficientespara no interpretar de este modo la norma, a pesar de las dificultades que se presentan. De lo
52 Esta aportación se enmarca en distintos correos compartiendo las tesis de este trabajo con la Profesora Gema
Varona, a quien agradezco enormemente su constante disponibilidad. Véase entre otros Varona Martínez, G: Justicia
Restaurativa desde la Criminología. Mapas para un viaje inicial, Madrid: Dykinson, 2018.
53 Braithwaite, J.: Restorative justice & responsive regulation. Oxford: Oxford University Press, 2020.
54 García Arán, M.: Instrumentos para la justicia restaurativa, en: García Arán, M., Justicia Restaurativa y delincuencia
socioeconómica, Valencia: Tirant lo Blanch, 2021, p. 114.
55 Pues es perfectamente posible, como se ha indicado desde el comienzo del trabajo, la justicia restaurativa en
este ámbito como lo sostengo en Francés Lecumberri, P.: “¿Qué género en la intervención restaurativa? Claves para
la aplicación de la perspectiva de género en procesos restaurativos”, en: Crítica penal y poder: una publicación del
Observatorio del Sistema Penal y los Derechos Humanos, Nº. 23, 2022, pp. 7-30. Así también véase: Guardiola Lago,
M.J.: “¿Es posible la justicia restaurativa en la delincuencia de cuello blanco?”, en: Estudios Penales y Criminológicos,
nº. 40, 2020, pp. 529-591.
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contrario una interpretación así simplemente evidenciaría la baja confianza del legislador (einterprete) en las prácticas restaurativas y su potencial56.En todo caso, considero que, para poder seguir profundizando en eventuales propuestas ycríticas sobre la oportunidad de implementar la justicia restaurativa en estos delitos y otros,es necesario que sea aprobada la Ley de Enjuiciamiento Criminal con un marco integral parala justicia restaurativa intrajudicial o con las normas complementarias que se considerenpertinentes. En este sentido, las disposiciones del Anteproyecto de Ley de EnjuiciamientoCriminal adolecen en algunos extremos de la taxatividad suficiente, como ocurre con laregulación en el ámbito de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor, en la relación entreel principio de oportunidad y el empleo de la justicia restaurativa. Por tanto, a mi juiciolo más pertinente sería una necesaria clarificación normativa en el Anteproyecto de Ley deEnjuiciamiento Criminal antes de ser aprobada de lo contrario, entender así la JR es contrarioal sentido del EV.No obstante, si se quedase como está, vuelvo a reiterar, considero que hay que haceruna interpretación amplia de los preceptos, no vinculando el archivo de los expedientes (p.oportunidad) con la posibilidad de derivación y materialización de un proceso restaurativopara todos los delitos, incluidos los de corrupción. Esto tendría un triple efecto.En primer lugar, un mayor número de víctimas serían beneficiarias de los procesosrestaurativos, lo que es más respetuoso con lo dispuesto en el Estatuto de la víctima ylos servicios de justicia restaurativa. En segundo lugar, que la opción de la JR estuvieraabierta a tantas personas como quisieran utilizarla, considerándose como un servicio público,independientemente de la incidencia que tenga en el procedimiento o en la pena. En tercerlugar, la participación en un proceso restaurativo sin incidencia en el archivo del expediente oen la suspensión siempre podría tener una ulterior repercusión en la ejecución de la pena, locual no está limitado por el Anteproyecto. De no entenderse así, es entonces cuando pudieraconsiderarse que la derivación a JR de los delitos de corrupción no es posible en ningún caso,y considero que esto es un grave error. Renunciar a todas las estrategias político criminales deJR para el abordaje de la corrupción es una tremenda torpeza.Como se ha dicho, es también muy criticable la previsión del Anteproyecto por la quese limita a tres meses el tiempo para el desarrollo de los procesos restaurativos. Este es untiempo absolutamente irreal, que deja entrever las escasas posibilidades y potencial queencuentra el legislador para la justicia restaurativa, relegándola a un puñado de delitosmenores, si se interpretan los preceptos en un sentido limitador entre el principio deoportunidad y la justicia restaurativa. Desde luego, parece impensable que un servicio dejusticia restaurativa por muy eficaz y eficiente que sea, pueda abordar y ayudar a víctimas einfractores a resolver un conflicto con fuertes implicaciones personales y sociales, sean estasemocionales, económicas, de convivencia…Pensar en esta limitación de tiempo es, además, nocomprender el sentido de la justicia restaurativa, sus implicaciones y tiempos; y desde luego,también esta previsión temporal pondría en serio peligro el éxito de un proceso de esta índoleen delitos de corrupción, por la extensión de las diligencias, el número de eventuales personasparticipantes y, en definitiva, por la complejidad de los temas.

56 Me remito a las propuestas recientemente desarrolladas en Francés Lecumberri, P.: “Justicia restaurativa y
corrupción pública”, en: Revista penal, Nº 52, 2023, pp. 81-108.
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